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JUZGADO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO
FEDERAL 11

30382/2023

GIL DOMINGUEZ, ANDRES c/ CONSEJO DE LA
MAGISTRATURA DE LA NACION-EXPTE 4/23 s/AMPARO
LEY 16.986

Buenos Aires,     de  .- octubre de 2023 IER

 

Y VISTOS: Para resolver la procedencia de esta acción de amparo
como proceso colectivo a la luz de lo establecido por la Acordada

12/16; y

 

CONSIDERANDO:

 

 I.-ANDRÉS GIL DOMÍNGUEZ se presenta en el 
carácter de abogado e integrante del colectivo que litigan en la esfera 
del Poder Judicial de la Nación (justicia federal y justicia nacional de 
la Ciudad Autónoma de Buenos Aires) relacionados con el derecho 
de incidencia colectiva general que tiene por objeto el bien colectivo 
indivisible perteneciente a toda la esfera social al desarrollo científico 
y tecnológico y dice que "... vengo a promover la presente acción de 
amparo colectivo en los términos previstos por el art. 43 de la 
Constitución argentina, el art 25 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos y por los requisitos formales y sustanciales 
determinados por la Corte Suprema de Justicia en la causa “Halabi, 
Ernesto c. P.E.N. ley 25.873 dto. 1563/04” y la Acordada (CSJN) 12
/2016 contra el Consejo de la Magistratura de la Nación respecto de 
la omisión de diseñar, aprobar y ejecutar un “Programa de 
incorporación de innovación tecnológica en el ámbito del Poder 
Judicial de la Nación” a efectos de optimizar la eficiencia del servicio 
de justicia en los términos previstos por el art. 114 inciso 6 de la 
Constitución argentina y el art. 7 incisos 1 y 2 de la ley 24.937 y sus 
modificatorias por conculcar dicha omisión con objetiva arbitrariedad 
el derecho colectivo al desarrollo científico y tecnológico (art. 75 
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inciso 19 de la Constitución argentina, art. 15.c del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, art. 
XIII de la Declaración Americana de Derechos y Deberes del 
Hombre y art. 14.b del Protocolo de San Salvador).

                      Solicita que se acoja la  presente acción de amparo y se
ordene al Consejo de la Magistratura de la Nación que, en un plazo
razonable, diseñe, apruebe y ejecute un “Programa de incorporación
de innovación tecnológica en el ámbito del Poder Judicial de la
Nación”.

Relata que el 21 de diciembre de 2023, en su carácter de 
abogado y ejerciendo la representación colectiva idónea del grupo o 
clase de abogados y abogadas de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, promovió una petición administrativa colectiva ante el Consejo 
de la Magistratura de la Nación respecto de la omisión de diseñar, 
aprobar y ejecutar un “Programa de incorporación de innovación 
tecnológica en el ámbito del Poder Judicial de la Nación” a efectos de 
optimizar la eficiencia del servicio de justicia en los términos 
previstos por el art. 114 inciso 6 de la Constitución argentina y el art. 
7 incisos 1 y 2 de la ley 24.937 y sus modificatorias por conculcar 
dicha omisión con objetiva arbitrariedad el derecho colectivo al 
desarrollo científico y tecnológico (art. 75 inciso 19 de la 
Constitución argentina, art. 15.c del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, art. XIII de la Declaración 
Americana de Derechos y Deberes del Hombre y art. 14.b del 
Protocolo de San Salvador).

                           Señala que el fundamento de la petición estuvo
centrado en verificar que del contenido del derecho fundamental y
derecho humano al desarrollo científico y tecnológico emergían
determinadas innovaciones tecnológicas que aplicadas al
funcionamiento del Poder Judicial, en el marco de un “Programa de
incorporación de innovación tecnológica al Poder Judicial de la
Nación”, podían generar un funcionamiento más eficaz del sistema de
justicia. En lo inmediato, las tecnologías aplicables al ámbito del
Poder Judicial a muy bajo costo serían las siguientes:
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* Creación del expediente digital en formato de libro digital con un
buscador de palabras o de fojas que permita acceder rápidamente a la
información requerida a los integrantes del Poder Judicial y a los
abogados y abogadas.

* Aplicación de IA con caja blanca trazable basada en small data a la
tramitación de los procesos judiciales.

* Aplicación de IA con caja blanca trazable en los concursos para la

designación de jueces y juezas que tramitan ante el Consejo de la
Magistratura.

* Aplicación de la tecnología blockhain a la administración y
funcionamiento del servicio de justicia.

* Desarrollo e implementación de una aplicación del Poder Judicial
(App Poder Judicial) con múltiples funciones vinculadas a la
tramitación de expedientes.

* Proyección y desarrollo de un metaverso en el cual se desarrollen
distintas actuaciones de los procesos judiciales (ej. audiencias).

                      Expone que la petición administrativa colectiva fue
caratulada como Expediente (CM) Nº 4/2023 y que el  21 de marzo
de 2023 dedujo un  pronto despacho respecto de la petición
administrativa colectiva oportunamente interpuesta sin obtener, hasta
el presente, ninguna clase de respuesta administrativa.

Detalla los requisitos necesarios para la admisión del 
proceso de amparo .

Sostiene que " el bien colectivo cuya tutela se persigue 
está configurado por los emergentes del desarrollo científico y 
tecnológico que aplicados al funcionamiento del Poder Judicial tienen 
por objeto alcanzar la mayor eficacia y transparencia posible respecto 
de la administración de justicia, como así también, la pretensión está 
focalizada en los efectos colectivos que producirá en términos de 
beneficios sociales la incorporación de tecnología -de uso cotidiano a 
nivel nacional e internacional- en el ámbito del Poder Judicial.
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                   Dice que sujeto  colectivo  está configurado por los
abogados y las abogadas que litigan en la esfera Poder Judicial de la
Nación (justicia federal y justicia nacional de la Ciudad Autónoma de
Buenos Aires), por los justiciables que acudieron en procura de
justicia al Poder Judicial de la Nación y por los justiciables que
eventualmente acudan al órgano jurisdiccional en ejercicio del
derecho a la tutela judicial efectiva (en ambos casos especialmente
los que provienen de grupos vulnerables o estructuralmente
desaventajados)" 

                 Afirma que su representación del ente colectivo surge de 
 calidad de abogado del Colegio Público de la Abogacía en ejercicio
de la profesión desde el 17 de febrero de 1994 , su  actuación
profesional como abogado pro bono en causas de interés público y 
como amicus curiae ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación
en varias causas de trascendencia pública le otorgan la representación
del colectivo involucrado.

                   Argumenta sobre su pretensión, funda en derecho y
solicita que " oportunamente dicte sentencia colectiva con efecto erga
omnes ordenando al Consejo de la Magistratura de la Nación que, en
un plazo razonable, diseñe, apruebe y ejecute un “Programa de
incorporación de innovación tecnológica en el ámbito del Poder
Judicial de la Nación” imponiéndole las costas al demandado.

 

II.- Que declarada la competencia del Tribunal y ante la 
inexistencia una causa registrada ante el Registro de Procesos 
Colectivos análoga a la presente -a resultas de lo informado por dicha 
dependencia judicial- corresponde examinar si la presente acción 
reviste carácter colectivo en conformidad con lo previsto en el punto 
III  de la Acordada nro. 12/16.

 

III.- Que el artículo 43 de la Constitución Nacional 
establece la procedencia de la acción de amparo “…contra cualquier 
forma de discriminación y en lo relativo a los derechos que protegen 
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el ambiente, a la competencia, al usuario y al consumidor, así como a 
los derechos de incidencia colectiva en general, el afectado, el 
Defensor del Pueblo y las asociaciones que propendan a esos fines, 
registradas conforme a la ley, la que determinará los requisitos y 
formas de su organización”

 La Corte Suprema de Justicia de la Nación ha señalado 
que “…la Constitución Nacional admite en el segundo párrafo del art. 
43 una tercera categoría conformada por derechos de incidencia 
colectiva referentes a intereses individuales homogéneos.

Tal sería el caso de los derechos personales o 
patrimoniales derivados de afectaciones al ambiente y a la 
competencia, de los derechos de los usuarios y consumidores como 
de los derechos de sujetos discriminados. En estos casos no hay un 
bien colectivo a que se afectan derechos individuales enteramente 
divisibles. Sin embargo, hay un hecho, único o continuado, que 
provoca la lesión o todos ellos y por lo tanto es identificable una 
causa fáctica homogénea. Ese dato tiene relevancia jurídica porque en 
tales casos la demostración de los presupuestos de la pretensión es 
común a todos esos intereses, excepto en lo que concierne al daño 
que individualmente se sufre.

Hay una homogeneidad fáctica y normativa que lleva a 
considerar razonable la realización de un solo juicio con efectos 
expansivos de la cosa juzgada que en él se dicte, salvo en lo que hace 
a la prueba del daño” (ver fallo CSJN “Halabi” consid 12 del 24/02
/09)

 Ha dicho –también- que “…la procedencia de este tipo 
de acciones requiere la verificación de una causa fáctica común, una 
pretensión procesal enfocada en el aspecto colectivo de los efectos de 
ese hecho y la constatación de que el ejercicio individual no aparece

plenamente justificado. Sin perjuicio de lo cual, también procederá
cuando, pese a tratarse de derechos individuales, exista un fuerte
interés estatal en su protección, sea por su trascendencia social o en
virtud de las particulares características de los sectores afectados.
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 El primer elemento es la existencia de un hecho único o 
complejo que causa una lesión a una pluralidad relevante de derechos 
individuales; El segundo elemento consiste en que la pretensión debe 
estar concentrada en los efectos comunes y no en lo que cada 
individuo puede peticionar. De tal manera, la existencia de causa o 
controversia en estos supuestos no se relaciona con el daño 
diferenciado que cada sujeto sufra en su esfera, sino con los 
elementos homogéneos que tiene esa pluralidad de sujetos al estar 
afectados por un mismo hecho; y el tercer elemento exigible es que el 
interés individual, considerado aisladamente, no justifique la 
promoción de una demanda, con lo cual podría verse afectado el 
acceso a la justicia (ver consid., 13 fallo citado).

 

IV.- Que bajo esos principios el análisis del escrito 
inicial conducen al Tribunal a calificar esta acción de amparo como 
una demanda colectiva pues se hallan conformados los tres elementos 
exigidos al efecto.

Está acción está promovida por el Dr. GIL 
DOMINGUEZ en su condición de afectado por su profesión de 
abogado como justiciable conforme lo autoriza el articulo 43 de la 
C.N (primer elemento); el hecho que esgrime- es la omisión 
imputable al CONSEJO DE LA MAGISTRATURA en realizar y 
poner en funcionamiento el programa tecnológico dirigido al Poder 
Judicial - afecta a todo el colectivo compuesto por los abogados 
(segundo elemento); y no resulta procedente que cada uno de los 
afectados promueva una demanda de amparo en forma individual a 
los efectos de peticionar que se subsane la omisión por parte del 
CONSEJO DE LA MAGISTRATURA (tercer elemento).

 

V.- Que -sentado el carácter colectivo de la demanda de 
amparo- corresponde señalar que “…ante la petición de parte, el juez 
no sólo debe analizar de modo liminar el contenido extrínseco del 
acto constitutivo que pone en marcha la jurisdicción, sino -más aún, 



#38080054#386332284#20231005123231493

Poder Judicial de la Nación

JUZGADO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO
FEDERAL 11

llevar a cabo un contralor de la concurrencia de los presupuestos 
procesales; esto es, de su propia aptitud para conocer, así como de los 
requisitos de procedencia de la pretensión (admisibilidad extrínseca), 
pues ello concierne precisamente a la regularidad y validez de su 
aptitud jurisdiccional para conocer (conf.CNCCFED. Sala I, 
Causa7342/95, del 20.7.95; idem, id., Causa 114.911/03 del 12/8
/04,"Tello, Nestor J. c/ Estado Nacional y otro s/ Acción Meramente 
Declarativa"; idem, id., Causa 371/03 del 23/08/05 "Aventis Pharma 
S.A. c/ Monte Verde SA s/ cese de uso de patentes, daños y 
perjuicios") -confr. esta Sala Expte. 17.152/04 cita en el párrafo 
anterior-.

En consecuencia, debe decirse que cuando ante los 
estrados de la justicia se impugnan las disposiciones expedidas en 
ejercicio de una atribución propia de alguno de los otros poderes, con 
fundamento en que ellas se encuentran en pugna con la Constitución, 
se configura una causa judicial atinente al control de 
constitucionalidad de preceptos legales infraconstitucionales cuya 
decisión es propia del Poder Judicial, siempre y cuando se produzca 
un perjuicio concreto al derecho que asiste a quien legítimamente lo 
invoca.

 Esto así porque el actuar del Poder Judicial no se 
extiende a todas las violaciones posibles de la Constitución, sino a las 
que le sean sometidas en forma de caso por una de las partes. Si así 
no sucede, no hay 'caso' y no hay por tanto, jurisdicción acordada 
(Fallos: 156:318) ( CNCAF; Expte. 18.076/06, "ACIJ y otro c/ 
EN-Ley 25.790 y otro s/ proceso de conocimiento", 22/06/10; 
causa38098/13; resol., del 04/08/16-)

 Entiende el Tribunal que la pretensión deducida “excede
el interés de las partes y atañen al de la comunidad” (Fallos:286:257;
290:266; 306:480; 307:770, 919) por cuanto está en discusión la
actividad administrativa del CONSEJO DE LA MAGISTRATURA
DE LA NACION en el desarrollo de su labor en conformidad con los
preceptos de la ley 24937 y modificatorias

 Esto habilita la jurisdicción para entender en autos.
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VI.- Que a fin de su inscripción en el Registro de 
Procesos Colectivos corresponde precisar, en conformidad con lo 
previsto en el punto V de la Acordada nro. 12/16, que:

 1. –El colectivo está conformado  por los abogados y las abogadas
que litigan en la esfera Poder Judicial de la Nación (justicia federal y
justicia nacional de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires), por los
justiciables que acudieron en procura de justicia al Poder Judicial de
la Nación y por los justiciables que eventualmente acudan al órgano
jurisdiccional en ejercicio del derecho a la tutela judicial efectiva (en
ambos casos especialmente los que provienen de grupos vulnerables
o estructuralmente desaventajados)

 2.- El objeto de la pretensión es que se ordene al CONSEJO DE LA
MAGISTRATURA DE LA NACION que subsane la omisión de
diseñar, aprobar y ejecutar un “Programa de incorporación de
innovación tecnológica en el ámbito del Poder Judicial de la Nación”
a efectos de optimizar la eficiencia del servicio de justicia en los
términos previstos por el art. 114 inciso 6 de la Constitución
argentina y el art. 7 incisos 1 y 2 de la ley 24.937 y sus modificatorias
por conculcar dicha omisión con objetiva arbitrariedad el derecho
colectivo al desarrollo científico y tecnológico (art. 75 inciso 19 de la
Constitución argentina, art. 15.c del Pacto Internacional de Derechos
Económicos, Sociales y Culturales, art. XIII de la Declaración
Americana de Derechos y Deberes del Hombre y art. 14.b del
Protocolo de San Salvador).

3.- El demandante es el Dr. ANDRES GIL DOMINGUEZ  en su
condición de afectado (art.  43 C.N.)

 3.- El sujeto demandado es el CONSEJO DE LA MAGISTRATURA
DE LA NACION

 

 Por ello RESUELVO:

 1°) Admitir el amparo iniciado en los términos del 
artículo 43 de la C.N como acción colectiva
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2°) Ordenar su inscripción en el Registro de Procesos 
Colectivos en conformidad con lo enunciado en el punto III Acordada

12/16.

 3°) Dar vista al Sr. Fiscal Federal a los efectos 
pertinentes atento la acción colectiva admitida (art. 31 ley 
27.148-Ministerio Público-) a petición de parte y cumplido lo 
ordenado en el punto 2°).

 

 Regístrese, notifíquese y comuníquese al Registro por 
Secretaria´.

 

MARTIN CORMICK

JUEZ FEDERAL
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